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Los costos del relato 
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os relatos que nos contamos como sociedad marcan nues- 
tra comprensión del presente, pero también cómo proyec- 
tamos el futuro. Prueba de ello es el valor constitutivo y se- 

minal de la reconstrucción democrática de los informes de 
verdad acerca de las violaciones de derechos humanos en 

la dictadura: el de Verdad y Reconciliación y el de Prisión Política y 
Tortura. Si bien no existe un único relato, la coincidencia en cier- 

tos mínimos nos permiten al menos contar con un ethos que faci- 
lita el progreso y la construcción de una ética pública común -por 

ejemplo, nuestro compartido “Nunca más”. 
¿Cuál será nuestro relato histórico acerca del estallido social del 

18 de octubre de 2019? Las declaraciones recientes de políticos de 
oposición y oficialismo dan cuenta de que parecieran estar aún muy 
encima del conflicto para alcanzar la perspectiva necesaria para aqui- 
latar lo sucedido. Tal vez esto no debiera ser una sorpresa si pensa- 

mos que la clase política fue en gran medida un actor frágil y unim- 
potente espectador de la violencia que arreció el país, pero también 
de sus causas y, hasta el día de hoy, tristemente de sus soluciones. 
Más de un lustro ha pasado sin que exista un paso desde la atribu- 
ción de culpas, sin un análisis sesudo de qué fue lo que falló y cómo 

nos sumergimos en un proceso de franca degradación. 

Esta pregunta cobra valor a propósito del informe del PNUD de 2024 
que destaca nuestra incapacidad colectiva de solucionarlos conflic- 
tos sociales que arrastramos desde hace décadas. ¿O le cabe a alguien 

alguna duda de que nuestro sistema de pensiones debe modificar- 
se? ¿O que debemos garantizar el acceso a una vivienda digna? Si 

no hemos solucionado los conflictos que subyacen a la revuelta so- 
cial, que no fue política ni militar, del 2019, ¿qué nos garantiza que 

en unos años no veamos cómo esa rabia estalla nuevamente? 
El discurso maniqueo que ha cooptado el análisis de lo sucedido 

el 2019 impide la construcción de diagnósticos y políticas que per- 
mitan enfrentar nuestros conflictos no resueltos y contar con solu- 
ciones sostenibles en el largo plazo. Los costos del estallido social fue- 
ron altísimos. Lo fueron para quienes perdieron sus locales comer- 
ciales, para quienes perdieron su trabajo, para las ciudades 
vandalizadas, para el funcionamiento del Metro, para la imagen país 

y la inversión extranjera. Pero más lo fueron para las personas ce- 
gadas, para las personas heridas. Los efectos en la precarización de 
la legitimidad de las policías y el descrédito del sistema político aún 
son perceptibles. 

Si realmente creemos que los costos del estallido fueron altos, ¿qué 
esperamos para atender a sus causas y trabajar mancomunadamen- 
te en una solución? No es razonable desatender este problema en- 
capsulando el 2019 en las páginas de las crónicas policiales. Nin- 

gún ejercicio de falsa conciencia puede ocultar la magnitud de la 
grieta que dejó entrever la violencia. La fractura, entonces, sigue ex- 
puesta. 

Pensiones: una reforma 
injusta para los jóvenes    
Natalia González 
Faro UDD 

reocupa el rumbo que está tomando la reforma de pen- 
siones tras la firma del protocolo de acuerdo. 

Los datos de la Superintendencia de Pensiones mues- 

tran una caída de los cotizantes del sistema de AFP, en- 
contrándose la mayor baja interanual en los diversos seg- 

mentos de cotizantes jóvenes. A diferencia de lo que plantea la minis- 
tra del Trabajo que ha expuesto, sin antecedentes, que esa caída se debe 
a que las administradoras estarían deslegitimadas, los expertos asig- 
nan esa baja a los mayores niveles de informalidad en el empleo y al 

estancamiento de la situación económica. 
Al mismo tiempo, los datos revelan que la población chilena está 

en un acelerado proceso de envejecimiento, lo que impacta en el nú- 

mero de ocupados jóvenes. 
Por ello, no se entiende que la reforma busque poner las fichas en 

ese grupo etario para sostener la solidaridad que se pretende bajo la 

figura de un empréstito, en que parte de la cotización adicional de las 
generaciones jóvenes no se destinaría a sus cuentas individuales de aho- 
rro para la vejez, sino que sería prestada al Estado durante 20 años. Hay 
quienes sostienen que postergar la reforma de pensiones tendría un 

costo fiscal enorme dada la necesidad de reforzar el pilar contributi- 

vo, pero lo que no se entiende es cómo sería sostenible el sistema que 
se propone si la primera y pesada piedra se carga a una generación de 

personas que es cada vez menor en número y con altos y crecientes 
niveles de informalidad laboral, situación respecto de la cual no solo 

parece hacerse poco y nada, sino que se legisla para agravarla. 

Tampoco se entiende que bajo este “seguro social” se regrese alaidea 
de introducir un componente de reparto en el sistema con otro for- 
mato y con visos “nocionales” (modelo antes desechado y fuertemen- 

te criticado por la oposición). El hecho de que sea “transitorio”, por 
20 años y, en principio, más acotado en cuanto a los beneficiarios, no 

hace más leve la falta, considerando que la experiencia muestra que 
no hay nada más permanente que las políticas transitorias y nada más 

creciente que lo que en principio intentó focalizarse. 

Pero, además, la tasa de interés a la que los jóvenes prestarían re- 
cursos al Estado sería más baja comparada con otras a las que este se 
endeuda y con la que ofrece el sistema de AFP. Ello deviene en que la 

propuesta de un gobernante joven sea, paradojalmente, muy injusta 

para los propios jóvenes que, cuando se jubilen, no recibirán benefi- 
cios. Hasta donde sesabe, además, el préstamo no tendría garantía es- 
tatal comprometida. Ese préstamo, sumado a otros recursos, engro- 

saría un fondo que serviría para incrementar las pensiones de los ac- 

tuales pensionados (y la de aquellos por jubilar en los siguientes 20 
años) dándole al Estado, además, un rol relevante en el mercado de ca- 
pitales chileno, cuestión que no ha sido suficientemente debatida. 

No es comprensible ni sostenible que se castigue a los trabajadores 
formales jóvenes para llegar a un acuerdo. El Senado debiera tomar 
nota. 
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¿Cómo va el PEH? 
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erminando el gobierno del Presiden- 
te Piñera se aprobó la “Ley de Integra- 

ción social y urbana”, dentro de la 
cual se creó el Plan de Emergencia Ha- 
bitacional (PEH) que entregó al Min- 

vu la tarea de elaborar una meta de ejecución 
de viviendas sociales, entregando para ello una 

serie de herramientas excepcionales. Dentrode 

este marco, el gobierno del Presidente Boric 

comprometió 260.000 viviendas (40% de la 
necesidad total de 640.000 unidades). 
¿Cómo vael avance del plan y cuántas vivien- 

das iniciadas le heredará a la siguiente admi- 

nistración? Dato: el gobierno del Presidente Pi- 
ñera, sin las herramientas del PEH, constru- 

yó 210.000 viviendas en cuatro años, dejan- 

do otras 124.410 en ejecución. Dada la forma 
gn que funciona el Minvu -dondelas obras ini- 
cian y terminan independiente del ciclo po- 
lítico- la meta del mandato del Presidente Bo- 

ric es construir 260.000 viviendas, de las 
cuales la mitad fueron iniciadas ya en el go- 
bierno anterior, pero también dejar al menos 
la misma cantidad (125.000) ya iniciadas para 
el próximo gobierno. De otro modo, habría un 
retroceso. 

Es probable que esto no ocurra. A raíz de los 
datos del último reporte del PEH publicado por 

el Minvu, ajunio de 2024 hay 126.750 vivien- 
das terminadas, un 48,8% de la meta, pero nos 
encontramos ya pasados la mitad del actual 
mandato: hay un atraso en la ejecución. Hay 
124.591 másen obras, quesegún el Minvu es- 

tarían terminadas a marzo del 2026, pero el 
38,3% de ellas tiene menos del 25% de avan- 
ce. Hay un riesgo alto. A pesar de las herra- 

mientas excepcionales del PEH y del mayor fi- 
nanciamiento del Minvu, lo más probable es 
que se termine una cantidad parecida a la de 
la administración anterior, lejos de la meta 

comprometida, pero además con una baja 
importante en las viviendas en ejecución para 

terminarse en el siguiente período. La prime- 
ra alarma de esta realidad la entregó el mis- 
mo Presidente Boric en su última cuenta pú- 
blica, donde señaló que la meta es dejar 
100.000 viviendas en ejecución para el pró- 
ximo gobierno, lo que representa 25.000 vi- 

viendas menos que las que heredó su propia 

administración en marzo del 2022. 
Hacerse cargo de esto ahora es importante, 

ya que tendrá consecuencias en la cantidad de 
viviendas listas en los años que siguen. Dos 
cuestiones pueden revisarse: la primera es 

mejorar los reportes de avance, desagregán- 
dolos por proyectos y comunas, permitiendo 
que la sociedad civil (universidades, funda- 
ciones, gremios) y sobre todo el Congreso 

monitoree el progreso en detalle. Y, sin duda, 
adelantar la discusión sobre la vigencia de las 

normas excepcionales del PEH (que termina 

en diciembre de 2025), pero que debería ex- 

tenderse a un próximo gobierno. 
La política pública en tema de vivienda 

debe mirarse en el largo plazo. En esta posta 

de esfuerzos para superar la crisis, mirar esta 

realidad no es buscar puntos políticos ni en- 
contrar responsables. Por el contrario, se tra- 
ta deencontrar, entre todos, los caminos para 
que el sueño de tener una casa vuelva a seruna 
realidad. 
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